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Panamá, 29 de agosto de 2024
Nota C-169-24

Licenciado
Guillermo A. Cochez F.

Ciudad

Ref.: Designación de un Diputado de la Asamblea Nacional, como Director ante la Junta
D¡rect¡va de la Autoridad del Canal de Panamá (ACP).

Licenciado Cochez:

Por este medio se damos respuesta a la nota fechada 20 de agosto de 2024, medianle la cual procura

nuestro criterio, respecto de lo siguiente:

'En ocasión de la designación del Diputado NELSON JACKSON pot parte de

la Asamblea Nacional, como diector ante la Junta Diectiva de la Autoridad

del Canal de Panamá (ACP), podria configurarse la vacancia absolufa gue se

configura para la curul del mencionado Diputado al aceptar éste el cargo de

Dtector ante la citada Junta Directiva de la ACP y, con ello, la

incompatibilidad existente con el ejerc¡cio de tal cargo públia con el cargo de

Diputado de la Asamblea Nacional?"

Esta Procuraduría debe inicialmente señalar, que el artículo 2 de la Ley N0.38 de 31 de julio de 2000, que

aprueba el Estatuto Orgánico de la Procuraduria de la Administración, señala que sus acluaciones "...se

extienden al ámbito jurídico administrativo del Estado, exc@endo las funciones jurisdiccionales,

/egrs/afivas y en general, las competencias especla/es que tengan otros organlsmos oficiales", condición

excepcional que se configura en el caso que ocupa a este Despacho; toda vez que entrar a conocer

respecto del contenido y legalidad de actos administrativos materializados (la designación), podría

implicar el rebasar los limites impuestos en la ley, y constituir un pronunciamiento preludicial en torno a
materias cuya competencia corresponde exclusivamente a la Corte Suprema de Justicia, conforme lo

expuesto en el artículo 206 de la Constitución Politica.

Aunado a ello, conforme el numeral 1 del artículo 6 de Ia citada Ley N0.38 de 2000, corresponde a esta

Procuraduría "serui de consejera jurídica a /os seryldores públicos administrativos gue consultaren su
parecer respecto a determinada interpretacíón de la ley o el procedimiento que se debe segui en un caso
concreto" , presupuestos que tampoco se ajustan a esta acción part¡cular, Ahora bien, quien considere
haya sido objeto de una acción que vulnere sus derechos subjetivos, deberá interponer los recursos de ley,
que para ello prevé nuesfo ordenamiento positivo en la vía gubernativa.
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No obstante, en esta ocasión, procedemos a dar respuesta a su planteamiento, de manera objetiva y

general; en este senlido, el presente razonamiento orientat vo, no constituye un pronunciamiento de fondo

o un criterio jurídico concluyente que determine una posición vinculante.

Sustento iurídico de la Procu radurí de a Administracióna a

l, De la presunción de legalidad de los actos administrativos.

El artículo 15 del Código Civil consagra el principio de presunción de legalidad de los actos administrativos,

en concordancia con el artículo 46 de la Ley N0.38 de 2000, el cual profesa que "las órdenes y demás

actos en finne del Gobiemo Central o de las entidades descentralizadas de carácler individual, tienen

fueza obligatoria inmediata, y serán aplicados mientras sus efectos no sean suspendidos, no se declaren

contrarios a la Constitución Política, a la ley o a los reglamentos generales por los tribunales competentes."

La aplicación de este principio ha sido determinada por la Sala Tercera de lo Contencioso Administrativo y

Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en Sentencia de 12 de noviembre de 2008, a saber:

"Dentro del marco explicatívo del negocio jurídico que se ventila, huelga

indicar en cuanto al principio de legalidad de /os acfos administrativos se

refiere, llamado así por la doctina administrativa, se asume que, todo acto

emanado de quien ostenta la calidad de funcíonario y dictado en e¡ercicio de

sus atibuciones, tiene validez y eficacía jurid¡ca hasta tanto autoridad

competente no declare lo contrario; en consecuencia, es hasfa ese momento

que reviste de legalidad y obliga los actos proferidos por autoridad

competente para ello.'

En términos generales, mientras los actos administrativos no sean declarados contrarios a la Constitución v

la lev por autoridad competente oara ello, deben ser considerados válidos y, por tanto, su aol¡cación es

obliqatoria

Dicha sentencia fue emitida por la Corte Suprema de Justicia, en el ejercicio de las facultades

constitucionales y legales que le atribuyen el artículo 206 de la Constitución Politica de la República de

Panamá y el articulo 97 del Código Judicial, que a la letra disponen:

'Articulo 206. La Coñe Suprema de Justicia tendrá, entre sus af¡ibuciones

constrtucionales y legales, las stguienfes:

La jurisdicción contencioso-adn¡nistrativa respecto de /os acfos,

omisiones, prestación defectuosa o deficiente de /os servlclos públlcog

reso/uclones, órdenes o dr.sposlciones que ejecuten, adopten, exp¡dan

o en que incunan en ejercicio de sus funciones o pretextando

ejercerlas, los funcionanos públicos y autoridades nacionales,
provinciales, municipales y de las entidades púbrcas autónomas o

semiautónomas, A talfin, la Corte Suprema de Jusücia an audiencia

del Procurador de la Administrcción, podrá anular los actos
acusados de ilegalidad; restablecer el derecho pa¡licular violado;

estatuh nuevas d,sposlc,bnes en reenplazo de las impugnadas y

2.
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üonunciarce prcjudicialmente acerca del sentido y alcance de un
acto adm¡nistrativo o de su valor legal,

' (Lo resaltado es del Despacho)

"Artículo 97. A la Sala Tercera le están atibuidos /os procesos gue se
originen por actos, omslones, presfaclones defecluosas o deficientes de los
servidores públicos, resoluciones, órdenes o drsposlciones que ejecuten,

adopten, expidan o en que incurran en ejercicio de sus funclones o
pretextando ejercerlas, los funcionarios públicos o autoridades nacionales,
provinciales, mun¡cipales y de las entidades públicas autónomas o
semiautónomas.

En consecuencia, la Sala Tercera conocerá en mater¡a administrativa de lo
s¡guiente:

1. De los decretos, udenes, resoluciones o cualesquiera acfos, sean
generales o individuales, en mate a adninistativa, que se acusen
de ilegalidad;

...' (Lo resaltado es del Despacho)

Visto lo anterior, debe manifestarse, que la presunción de legalidad de los actos administrativos de carácter
general o particular no es absoluta, al existir pronunciamientos de la Sala Tercera de lo Contencioso
Administrativo y Laboral de la Corte Suprema de Justicia en tal sentido, de entre los cuales, se cita la
Sentencia de 30 de diciembre de 201 1, que señala:

"Al efecto, la Sala debe manilestat que en nuestro ordenamiento juridico rige
el principio de 'presunción de legalidad" de los actos administrativos, según el
cua{ éslos se pre'sumen legales o válidos, de modo que, quien afirme su

ilegalidad, debe probarla plenamente (Cfr. añ. 15 delCódigo Clvrl,). Sobre esle

conocido principio, el profesor y frafadlsfa José Roberto Dromi nos ilustra de
la siguiente forma:

"La presunción de legalidad no es un medio de prueba; atañe a la carga de la
prueba y fija una regla de inversión de la carga de la prueba. Ante actos

absolutamente nulos, no hace falta acreditar la ilegitimidad, porque ellos no
tienen presunción de legitimidad.

El príncipio de presunción de legalidad de /os actos administrativos no
significa un valor absoluto, menos aún índiscutible, pues por eso se la califica
como presunción. La presunción de legitimidad es relativa y formalmente
aparente. La presunción de legitimidad de que goza el acto administrativo de
que fue emitido anforme a derecho, no es absoluta, sino simple, pudiendo

ser desv¡ñuada por el ¡nteresado, demostrando que el acto controvieñe el
orden jurídico.'

(DROMI, José Robeilo. Citado por PENAGO§ Gustavo. El acto
administrat¡vo. Tomo L Ediciones Librería del Profesional. 5a Edición. Santa
Fe de Bogotá. 1992. pá9. 266),"



ll. De la Vista N0.449 de 2 de mayo de 2019, emitida por la Procuraduría de la Administración

Esta Procuraduría tuvo la oportunidad en su momento, de emitir la Vista No.449 de 2 de mayo de 2019,

dentro de acción de inconstitucionalidad, surtida ante el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, en conka

de la Resolución N0.27 de 4 de abril de 2019, de la Asamblea Nacional, a través de la cual se aprobó el

nombramiento de Jorge Luis González Banios (Ministro de la Presidencia), efectuado por el Organo

Ejecutivo, como Director de la Junta Directiva de la Autoridad del Canal de Panamá; destacando entre

otras cosas lo siguiente:

'...1a lectura de la const¡tucionalidad del nombramiento de Jorge Luis

González Barrios no debe analizarse en función que es un Ministro de Estado;

sino del hecho que al momento de ser designado ocupaba, al igual que

en su pasado inmediato, un alto cargo púhlico; es decir, resulta una

evidente cercanía con quien lo designa.

Lo anteior en opin¡ón de este Despacho quebrcntar¡a los afticulos 318 y 316

de la Constitución Politica que hace referencia a la composición de los
niembros que integran la Junta Directiva de la Autoridad del Canal de
Panamá y a la autonomía de dicha entidad, pues si blen se delegó en la
/ey los regursrtos para ocupar dichos cargos, éslos a/ ser formulados en el
ailiculo 14 de la Ley 19 de 1997, deben ser acordes no sólo al afticulo

constitucional antes enunciado, sino a fodos los que conforman la Carla
Política al igual que a los princrpios gue la integran.

En consecuencia, la necesidad de la probidad como requísito para ser

director de la Junta Diectiva de la Autoridad del Canal de Panamá, no sólo

es exigible en sentido restringido cono sinónimo de honradez, lo que,

en la situación en estudio, no se porre en duda, slno desde /a
perspectiva de la ética que debe impuar en las actuaciones públicas, lo

que implica que, la autonomía const¡tucional dada a la Autoridad del Canal de

Panamá cuya finalidad es que la misma esté alejada de los vaivenes
politicos y de la influencia de grupos de poder, /os mrbmbros escogrdos de

manera escalonada al tenor del numeral 3 del añículo de 318 de la

Constitución Política y del arliculo 13 de la Ley 19 de 1997, sean personas
independientx alejadas del círculo de podü que los des¡gnó.

Según los aspecúos doctrinales expuesfos en nateria de
interpretación constitucional, /os aufores se refieren a la
interyrctación sistemática de la Consfifucién, conforme la cual, la
Constitución no debe interyretarse de manera aislada,
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En relación al hecho de que la Constitución debe interpreta$e como un todo,
acorde a los principios tÍansparcncia y objetividad en el nanejo de la
cosa pública, como premisa incuestionable en un Estado social y
constitucional de derecho, tratando de alejar la influencia de /os gobiernos

de turno en crbrtos aspectos de la estructura y funcionamiento del Estado, la
Code Suprema de Justicia en Sentencia de 12 de febrero de 2015, precisó:
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La interpretación que débe efecfuar esfe Pleno va más allá del
Derxho que pudien tenü el ciudadano de elegir y ser elegido,
dado al hecho gue no se trata en $te caso, del derecho que tenga o
no /a esposa de quien en su momento detente la Presidencia de la
República, para ser candidata a Vicepresidente. La interpretac¡ón
constitucional a que está obligado el Pleno de esta Coryotación
debe guardar intima relación con el y¡ncipio de transparencia y
objetividad en el manejo de la cosa pública, cono premisa
incuestionable en un Estado social y constitucional de derecho,
dentro del cual debe garantizarse la realización de elecciones libres y
puras. Es asi que como pafte del análrsls gue ha de efectuarse del
numeral2 del attículo 193 de la Constilución Nac¡onal, para determinar
el derecho que pueda tener la esposa del Presidente a ser candidata a
Vicepresidenle, se debe consrderar el derecho a la ciudadania a la
realización de los comicios o elecc¡ones l¡brcs, puras y sin coacción de
ninguna naturaleza, de acuerdo a /o drcpueslo en el añículo 136 de la
Constitución Nacional que obliga a las Autoridades a garantizar la
libeñad y honradez del sufragio, para lo cual este mismo añículo
prohibe'el apoyo oficial, directo o indirxto, a candidatos de
elección popular, aun cuando fueran velados /os medlos
empleados a tal fin.'

Pot consigu¡ente, los ciudadanos deben tener la cefteza que se cumple
con lo normado en el Aftículo 136 Constitucional citado, lo que no se
garantizaria en una elección donde la esposa del Presidente de turno
sea candidata a Vicepresidente de la República. No debe existir duda
en gue, si están prohibidos /os apoyos enunciados en el texto
constitucional citado, con mayot nzón deóe esfar prohibido el
apoyo a la persona más cercana al Presidente, que es su cónyuge.
...." (La negrita es nuestra).

Como se observa, la interpretación const¡tucional debe ser integral y la misma
debe buscar el logro de los fines del estado republícado de gob¡erno en el
cual los gobernantes ejerzan el poder que el pueblo les delegó de manera
temporal con objetividad y transparencia en el manejo de la cosa pública."
(Lo resaltado es del Despacho)

Como se observa, el enfoque brindado por este Despacho, deriva del análisis objetivo y general, del
conjunto constitucional, en el que se consagra el principio de separación de poderes oúblicos (articulo 2,

ibídem) y la autonomia de la Autoridad del Canal de Panamá (artículos 315, 316 y 320, ídem);

entendiendo que esta entidad pública de rango conslitucion al 'debe administrarse alejada de toda visión
política pañidista o de la injerencia de grupos de poder, a t¡n de lograr el cumplimiento de la misión para la
cual fue creada" .

Por tanto, sustentamos en ese momento, que el acto acusado devenia en lnconstitucional; no obstante, la

Máxima Corporación de Justicia emitió su decisión, en los siguienles términos
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En el mismo proceso descrito en el párrafo inicial del apartado anterior, por medio de la Sentencia de 10 de

diciembre de 2019, el Pleno de Corte Suprema de Justicia, expuso su criterio, en los siguientes términos:

Contrario a lo señalado por el impulsador de la presente ¡nconstitucional¡dad,

la intención legislativa no fue establecer que la condición de Ministro de

Estado activo en el momento del nombramiento, constttuya una

¡ncompatibilidad como condición constttucional, para ocupar el cargo de

Director de la Junta Directiva del Canal. Y de haberla habtdo, no paso de ser

una opinión individual, ya que no alcanzó el nivel de ¡ntención general de la
Asamblea Nacional, a pesar que muchos aspecfos del texto original del
proyecto presentado por el Organo Ejecutivo si sufrieron reformas a paftt de

dichas opiníones e interuenciones paiiculares, es dec¡r que se conviñieron en

intención y espíritu constituyente inst¡tucional.

Lo anterior es impoñante porque el espíritu e intención de una norma no se
puede deduci de la posición individual sino del criterio y visión colectiva del
organismo que crea la norma. De hecho, tampoco emana del proyecto que

elaboró la Comisión Presidencial ni el Consejo de Gabinete cuando

elaboraron el proyecto de rcforma constitucbnal.

En este sentido, el Pleno de esta Corporación considera que de haber
exrbfido expresiones que avizorarcn un tema de incompatibilidad entre la
condic¡ón de Ministro de Estado y la de diector de la Junta Directiva del
Canal, de la toma que lo percibe el demandante en el presente proceso, de
haber logrado dichas expresiones el convencimiento de la mayoría
parlamentaia en sede de consfrfuyenfes, habría suñido entonces e/ mrsmo

efecto al ¡gual que con la proporción de ratificación; es dec¡r, se habúa
consignado directamente en el texto. Por tanto, si una opinión logró

lll. De la Sentencia de 10 de diciembre de 2019, emitida por la Corte Suprema de Justicia, Pleno.

' .. .de la lectura integra de todas /as acfas que guardan relación con el título

constitucional del Canal de Panamá se pudo colegi lo siguiente.
1. No hay ¡intervencíones que mencionen la inconpatibilidad.

2. El proyeclo original sufrió modificaciones como consecuencia del

debate.

3, De haber querido /os legisladores incluir la incompatibilidad la
hu b i es e n re da cta do ex ües am e nte.

4. Es una costumbre de la redacción constitucional inclui en sus texfos

/as cond,biones de incompatibilidad y reqursitos de eleg¡bil¡dad parc

ejercer un cargo, y en casos excepcionales, se delega a la Ley, pero en

este caso no está ninguna condicíón de incompatibilidad, por tanto lo
gue no se introdujo textualnente como condicion o requisito no
puede asunirse que exísfe.

5, Tampoco hay intervenciones que expliquen que la incompatibilidad
quede ímplícita.

6. Tampoco se delegó a la Ley incluir dicha incompatibilidad. De hecho la

Ley 19 de 1997 tampoco la incorporó.
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conveñirse en intención mayor¡taria generundo la mod¡f¡cación deltexto, debe
concluirse que lo que no aparezca en el texto es porgue no logró
alcanzar el n¡vel de intención, voluntad o espíritu de la mayoría.

ü Debemos resaftar que lo que sí ha logrado el Doctor Ernesto Cedeñq
como demandante, y la Procuraduria de la Administnción, es llamar a
la atención y reflexión de este Pleno de la Corte Suprema de Justicia
de si es o no necesaria la nodificación de los reguisífos para ser
miembro de la Junta Dircctiva de la Autoridad del Canal de
Panamá, para ganntizar más gue no se constituyan erife o casfas
políticas, económicas o socra/es en su Junta Directiva. Pero ello,
no puede ser "legislado' por el Pleno de esta Corporacíón de Justicia,
sin que nos desbordemos y violentemos el Principio de Separación de
Poderes, en viñud que esfo es un tema que tendr¡a que hacer el
Organo Ekcut¡vo y el Organo Legislativo, con base a una posible
reforma a la Ley Oryán¡ca de la Autoridad del Canal de Panamá,
tomando en consideración lo establecido en el afticulo 159 numeral 12
de la Constitución Política,

Atentamente,
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(Lo resaltado es del Despacho)

Asi pues, el razonamiento y decisión emit¡da por el Pleno de la Corte Suprema de Justicia, al declarar que
NO ES INCONSTITUCIONAL el acto jurídico atacado, constituye el precedente actual, respecto del tema
objeto de su de consulta.

De esta manera damos respuesta al contenido de su nota; reiterando que la orientación aquí brindada, no
constituye un pronunciamiento de fondo, o un criterio concluyente que determine una posición vinculante,
para esta Procuraduría.


